STC 306/2000, DE 12 DE DICIEMBRE. PLAN DE ORDENACIÓN DE LOS RECURSOS NATURALES DE PICOS DE EUROPA (MEDIO AMBIENTE)
I. Antecedentes.

La Junta de Castilla y León y la Diputación Regional de Cantabria impugnan el Plan de Ordenación de Recursos Generales de Picos de Europa, aprobado por el Real Decreto 640/1994, de 8 de abril, por entender que vulnera diversas competencias que les atribuyen con carácter exclusivo sus respectivos Estatutos de Autonomía (ordenación de territorio, urbanismo, caza y pesca, turismo, ocio etc.)
II. STC 306/2000, de 12 de diciembre.
· Títulos competenciales afectados:
A la vista de la pluralidad de títulos invocados por las Administraciones actoras, el TC centra la cuestión en el título relativo a ordenación del territorio y en el de desarrollo y ejecución en materia de protección del medio ambiente y de los ecosistemas.

· Naturaleza del título medio ambiente:
El TC reitera el carácter complejo y polifacético que presentan las cuestiones relativas al medio ambiente, lo que se traduce en su carácter transversal, dado que incide en otras materias incluidas en el esquema constitucional de competencias. Por tanto, lo ambiental es un factor a considerar en las demás políticas públicas sectoriales.

· Delimitación competencial:
· El art. 149.1.23 C.E. atribuye al Estado la competencia para dictar legislación básica sobre protección del medio ambiente, sin perjuicio de las facultades de las Comunidades Autónomas de establecer normas adicionales de protección. 

· Esa competencia habilita al Estado para proceder a un encuadramiento de una política global de protección ambiental, entendiendo que la legislación básica del Estado no cumple solo una función de uniformidad relativa, sino también de ordenación mediante mínimos que deben ser respetados en todo caso, pero que pueden permitir que las Comunidades Autónomas establezcan niveles de protección más altos que no entrarían en contradicción con la normativa básica del Estado.
· El carácter transversal de la competencia para el establecimiento de la legislación básica sobre protección del medio ambiente permite al Estado introducir un mandato de planificación de los recursos naturales que incide sobre las competencias autonómicas de ordenación del territorio y de desarrollo y ejecución de la legislación ambiental.

· El mandato de planificar se acomoda al concepto de lo básico, sin embargo el título competencial del art.149.1.23 no habilita el Estado para elaborar y aprobar por sí mismo los Planes de Ordenación de los Recursos Naturales, dado que el grado de detalle que estos instrumentos de planificación han de incorporar no se ajusta al concepto de lo básico. 
· La supraterritorialidad (ámbito de aplicación del Plan excede de los límites de una Comunidad Autónoma) no representa por sí sola un criterio atributivo de competencias, pues tal circunstancia únicamente puede suponer un traslado de la competencia cuando la actividad pública no sea susceptible de fraccionamiento.

· A pesar de lo dicho, el Estado dispone de diversas competencias en la materia:
· Se halla habilitado para fijar las bases de la materia (art.149.1.23 C.E.) mediante la formulación de las Directrices para la Ordenación de los Recursos Naturales.

· Le corresponde garantizar la coordinación de las medidas adoptadas para la declaración de un Espacio Natural Protegido cuya extensión rebase los límites de de una C.A.

III. Comentario general.

La competencia del art.149.1.23 C.E. habilita al Estado para la determinación de un encuadramiento para una política global de protección ambiental, lo que implica una uniformidad relativa y una ordenación de mínimos, pero no impide que las CCAA con competencias en desarrollo legislativo y ejecución en materia de medio ambiente puedan establecer niveles de protección más altos, sin que esto suponga contradicción con lo que el citado precepto tiene de básico, fundamentalmente los aspectos relativos a la planificación o fijación de directrices.
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